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Buenos Aires, 19 de diciembre de 2008.

Autos y Vistos; Considerando:

1°) Que las personas, comunidades y asociaciones

individualizadas en la demanda, promueven acción de amparo

contra la provincia de Salta y el Estado Nacional, a fin de

que se disponga el cese inmediato y definitivo de los desmon-

tes y talas indiscriminadas de los bosques nativos situados en

los departamentos de San Martín, Orán, Rivadavia y Santa

Victoria de dicho Estado provincial, se declare la inconsti-

tucionalidad y nulidad absoluta e insanable de las autoriza-

ciones otorgadas a esos efectos y se prohíba otorgarlas en el

futuro, se imponga a las demandadas el deber de recomponer y

restablecer el ambiente al estado anterior a la producción del

daño y, en caso de no resultar ello técnicamente factible, se

fije una indemnización sustitutiva a favor de las comunidades

indígenas y agrupaciones criollas de la zona, sin perjuicio de

lo que corresponda a otros afectados y al Fondo de

Compensación Ambiental creado por la ley 25.675.

Solicitan asimismo el dictado de una medida cautelar

que ordene y garantice el cese provisional del desmonte y la

tala de bosques nativos en la zona referida, durante todo el

tiempo que demande la resolución de la presente litis. Frente

a la inminencia del inicio de la feria judicial del mes de

enero de 2009, peticionan que se disponga dicha medida

cautelar en forma urgente y de manera previa a cualquier otra

resolución, vista o traslado.

2°) Que la determinación de la competencia es el

primer control de constitucionalidad que esta Corte está lla-

mada a ejercer en su instancia originaria. Reconocida fuente

de tan delicada función la constituye el leading case AMarbury

v. Madison" (1803) (U.S. Supreme Court Reports, ed. William

Cranch, Washington, 1804), en el cual la Suprema Corte de los
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Estados Unidos de Norteamérica examinó con estrictez la

legitimidad de una ley que ampliaba la competencia originaria

del alto tribunal federal. En nuestro medio, en el caso ASojo",

esta Corte sentó las bases iniciales acerca de los límites que

la letra del art. 117 de la Constitución Nacional impone al

intérprete (Fallos: 32:120; causa A.373.XLII "A.F.I.P. c/

Neuquén, Provincia del s/ ejecución fiscal", pronunciamiento

del 16 de abril de 2008).

Consecuencia de ello es que previo a cualquier exa-

men vinculado con la medida que se requiere se deba dar in-

tervención al señor Procurador General, como lo hace este

Tribunal en todos los procesos que se inician, a fin de que

dictamine al respecto. Impone además esta conclusión la pre-

visión contenida en el artículo 33, inciso a, apartado 1° de la

ley 24.946 (conf. causa M.1569.XL "Mendoza, Beatriz Silvia y

otros c/ Estado Nacional y otros s/ daños y perjuicios Cdaños

derivados de la contaminación ambiental del Río Matanza -

RiachueloC", sentencia del 23 de julio de 2008).

3°) Que es dable señalar que no empece a todo lo

expuesto la sustancia de los derechos que se persigue res-

guardar. El estado de derecho se caracteriza no sólo por su

elemento sustantivo, es decir el reconocimiento de los dere-

chos públicos subjetivos, sino también por la forma como ese

objetivo intente alcanzarse.

En ese propósito, un segundo elemento, de índole

formal, pero que se vincula estrechamente con el orden e in-

terés público, y que resulta esencial, es el denominado prin-

cipio de legalidad Cintegrado en forma inescindible en el de

razonabilidad o justiciaC, y que postula como tal el someti-

miento del Estado moderno no sólo a la norma jurídica en sen-

tido formal, sino a todo el ordenamiento jurídico (conf. Fa-

llos: 312:1686, disidencia del juez Augusto César Belluscio).
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Claro resulta frente a ello que la adopción de la

medida que se pide, sin la intervención del Ministerio Público

que aquí se ordenará, alteraría los principios enunciados.

Por ello, se resuelve: Correr vista al señor Procurador

General para que se expida acerca de la competencia de este

Tribunal para entender en el caso por vía de su jurisdicción

originaria (artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional).

Notifíquese. ELENA I. HIGHTON de NOLASCO - CARLOS S. FAYT -

ENRIQUE SANTIAGO PETRACCHI - CARMEN M. ARGIBAY.

ES COPIA

Parte actora: Dino Salas, por derecho propio y en representación de la Congregación
Wichi San Ignacio de Loyola; Miguel Montes y Mario Aparicio, por derecho propio y
en representación del Consejo de Organizaciones Wichi Zona Bermejo; Mario Ferreyra,
por derecho propio y en representación de la Comunidad Fwiñol Carboncito; Estefanía
López, por derecho propio y en representación de la Comunidad Misión San Francisco;
Gumercinda Mónica Romero, por derecho propio y en representación de la Comunidad
Indígena Guaraní Estación Tabacal; Bautista Frías, por derecho propio y en
representación de las Comunidades Wichi Zopota y El Escrito; Pedro Segundo, por
derecho propio y en representación de la Comunidad Wichi San José-Chustaj Lhokwe;
Eduardo Rivero, por derecho propio y en representación de la Comunidad Misión Wichi
Chowayuk; Roque Miranda, por derecho propio y en representación de la Comunidad
Hoktek T'oi del Pueblo Wichi y Mónica Modesta Villada, por derecho propio y en
representación de la Asociación de Pequeños Productores del Chaco Salteño; todos
con el patrocinio letrado de los Dres. Alicia Beatriz Oliveira y Raúl Gustavo
Ferreyra.
Parte demandada: provincia de Salta y Estado Nacional.


